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			Transición a la paz y responsabilidades de un pasado violento

			Resumen

			Cuando la sociedad en su conjunto ha sufrido conflictos violentos, es preciso que las comunidades políticas asuman ciertas responsabilidades, a fin de lograr una transición política que logre una paz duradera y, en especial, una paz justa. De ahí que este libro, Transición a la paz y responsabilidades de un pasado violento, fundamentado en concepciones filosóficas, jurídicas y políticas propias de las democracias liberales y de la justicia transicional, se apoye e inspire en el conflicto colombiano, desde mis reflexiones y mis preocupaciones en mi condición de mujer y de ciudadana colombiana. Así, también esta obra analiza diferentes aspectos de los modelos de justicia transicional que se han gestado en Colombia y que iniciaron con la visión política y las negociaciones de paz en el Gobierno de Álvaro Uribe Vélez con las Autodefensas Unidas de Colombia, hasta llegar al modelo de justicia transicional del Acuerdo de La Habana con las FARC-EP, diseñado durante el Gobierno de Juan Manuel Santos, y que sigue rigiendo.
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			Transition to peace and responsibilities for a violent past

			Abstract

			When society at large has suffered violent conflicts, it is necessary for political communities to assume some responsibilities to achieve a political transition that will bring about lasting peace and, especially, a just peace. Hence, based on philosophical, legal, and political conceptions of liberal democracies and transitional justice, this book—Transition to peace and responsibilities for a violent past—is supported and inspired by the Colombian conflict, from my reflections and concerns as a woman and a Colombian citizen. Thus, this work also analyzes different aspects of the transitional justice models developed in Colombia that began with the political vision and peace negotiations of the government of Álvaro Uribe Vélez with the Autodefensas Unidas de Colombia until reaching the transitional justice model of the Havana Agreement with the FARC-EP, designed during the government of Juan Manuel Santos, still in force.
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			Uno puede hablar del conflicto desde las aulas o desde las cabinas de radio. Muchos orientan sobre la paz y la guerra sin saber lo que es el dolor, sin saber lo que es el desplazamiento, sin haber andado los territorios con las víctimas.
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			Prólogo


			No oculto la enorme satisfacción que me produjo la propuesta de Camila de Gamboa Tapias de prologar su libro sobre transiciones a la democracia, en especial relacionado con el caso colombiano. Conozco a la autora desde hace unos cuantos años, y me vinculan a ella no solo un hondo afecto, sino también un gran respeto intelectual.

			Camila de Gamboa se dedica aquí no solo a los temas más complejos concernientes a las exigencias y las posibilidades de lograr la transformación política sustancial en lo que entendemos por una auténtica democracia; en algunos de los capítulos, porfía en la necesidad de implantar un sistema en el que, sin excepciones, ciudadanos dignos se ven impulsados a contribuir al logro de la paz y la estabilidad en cada país. El camino no es fácil, ya que es frecuente tropezar con la intervención de grupos políticos autoritarios del más variado signo y que, con algunas excepciones, se han impuesto una y otra vez en Latinoamérica.

			Una democracia sustantiva requiere una ciudadanía comprometida con la elección y la sanción de las reglas y los principios que habrán de regir su comunidad política. Para seguir a Peter Strawson —a quien cita Camila de Gamboa—, este caracteriza a una comunidad como el conjunto de personas que se rige por reglas y principios que gozan de autoridad. Lo último significa que la transgresión de una de estas normas en perjuicio de otro despierta emociones reactivas por parte de sus integrantes. Entre estas, Strawson destaca el resentimiento de las víctimas de la trasgresión y la indignación de aquellos quienes se enteran del hecho. Esto, pienso, ocurre en las democracias genuinas, no en las formales, en las cuales numerosas víctimas han sido ajenas a la sanción de las leyes que rigen la vida en común.

			Camila se ocupa de dos temas que surgen de la gran violencia política que agitó la segunda mitad del siglo xx en América Latina. El primero consiste en los avances y los retrocesos de un número sustancial de los así llamados “procesos de transición democrática”, iniciados con la etapa en la que la brutalidad fue patrocinada, consentida y disimulada por el Estado. Numerosos testigos de estos procesos de transición ven frustrada, una y otra vez, su expectativa de culminar con la implantación de democracias sustantivas. El segundo tema se refiere a los motivos del fracaso de varios modelos, entre los cuales Camila nos brinda el caso de Colombia.

			Hace falta estructurar, sostiene el libro, una comunidad de ciudadanos dignos. Coincido con la importancia decisiva de la dignidad de los ciudadanos democráticos, aunque, aclaro, esta noción resulta ser más compleja de lo que parece a simple vista. En el contexto del libro, la idea se resume en el respeto que merece cualquier ciudadano y que se traduce en la expectativa de ser escuchado en el proceso de selección de las normas que habrán de regir nuestra vida con otros y recibir protección frente a sus transgresiones. Agrego a esto el derecho que sugiere Strawson de que nuestra condición de víctimas sea públicamente reconocida.

			Por “principios” entiendo aquí ciertas reglas contenidas, por lo general, en las constituciones. Estas, con una inevitable vaguedad, son libertades y derechos que se ven requeridos de interpretación por parte de los jueces. Me refiero a nociones como la igualdad y la libertad de practicar cultos, de expresarnos y de reconocer a cada uno un ámbito librado a su privacidad. Es interesante comparar un ámbito de esta naturaleza con sistemas políticos excluyentes, a pesar de ser llamados “democráticos”.

			Si cabe expresarlo con pocas palabras, Camila de Gamboa se ocupa de plantear la manera de lograr un sistema político sin las exclusiones que abundan en democracias esencialmente formales. Esto queda claro con la minuciosa crítica a lo que se entiende regularmente como la “democracia colombiana”. En su historia reciente, denuncia la autora, la elite política de su país ha excluido del proyecto oficial a los sectores más desposeídos. De esta forma, la historia de Colombia que circula habitualmente olvida que los últimos no solo han sido las mayores víctimas de la violencia, sino que tampoco se han escuchado sus agravios. Aunque la historia oficial colombiana es generalmente considerada democrática, como otros sistemas de Latinoamérica, esta misma es el blanco de la reprobación de Camila de Gamboa. Más aún, estas ideas deberían sacudir la conciencia de aquellos quienes nos declaramos entusiastas defensores de la democracia.

			Conocido como “La Violencia” en el siglo xx, Colombia padeció un oscuro periodo de generalizada brutalidad. Este transcurrió entre mediados de la década de los cuarenta y la de los sesenta, y valga recalcar que, en una medida considerable, las mayores víctimas de la brutalidad fueron personas pertenecientes a los grupos más desguarnecidos. La autora nos enseña que, a pesar de lo último, la clase política continuó su vida como si la violencia misma no hubiese en realidad existido, para diluir toda responsabilidad por la existencia de las víctimas. Esta omisión no solo patrocinó una historia de Colombia mal contada; además, y más importante aún, contribuyó decisivamente a obstaculizar el logro de una amplia participación ciudadana y la paz duradera.

			A pesar de funcionar bajo las formas del Estado de derecho, Colombia construyó su identidad nacional sobre la base de la exclusión de los grupos relegados, como lo destacan la autora y Wilson Herrera en un capítulo que ambos comparten en el libro. Durante un periodo prolongado, un país agobiado por enfrentamientos armados logró una muy restringida convivencia con aquellas víctimas a las que acabo de referirme. Un positivo reconocimiento de su desafortunada condición resulta esencial para transformar una democracia formal en una sustantiva, en la que cada uno de los ciudadanos se ve impelido a participar. Y una ciudadanía digna, sostiene Camila de Gamboa, exige establecer tres formas de responsabilidad por parte de aquellos que sustentaron, y sustenta hoy, el acceso al poder político: 1) la política, 2) la moral y 3) la criminal. Me refiero a ellas más adelante.

			Es una deuda para con la comunidad política colombiana —hace hincapié la autora— que los círculos gobernantes reconozcan su responsabilidad por haber sumido en la ignorancia y el silencio a un vasto segmento. El logro de una paz duradera requiere una democracia sustantiva, y esta última, a su vez, exige la participación amplia de la población. La vigencia de un sistema que asegure un futuro en paz —subraya Camila de Gamboa— precisa recordar el pasado con honestidad. Esta es una condición necesaria para alcanzar la vigencia de un verdadero Estado de derecho, con la intervención de una amplísima base de los ciudadanos.

			Como es habitual, señala la autora, existe una narrativa oficial y una contrahistoria. Lo que tradicionalmente prevaleció es lo que ella llama “un país hispanizado y cristiano”, a pesar de que una parte sustancial de la población escapa a esta simplificación. Colombia reconoce, desde sus orígenes, una amplia población indígena y, más tarde, un número considerable de descendientes de esclavos. A estas minorías ajenas al catolicismo debe sumarse un dilatado número de mujeres cuyos padecimientos tampoco fueron oficialmente reconocidos.

			Para entender la situación actual, la autora señala que, en el siglo xix, la clase acomodada justificó el uso de la violencia extrema con el argumento de proteger el orden general. La violencia del siglo xx, en cambio, se caracterizó por una guerra interna, en la que los contendientes persiguieron el dominio político en Colombia. La violencia persistió aun durante las contiendas electorales. Es oportuno destacar que el pretexto para el uso de la violencia armada consistió, esta vez, en la lucha contra el comunismo y la necesidad de implantar y preservar el orden. A esto se sumó la arraigada lógica bipolar expresada con la máxima autoritaria: “el que no está conmigo, está contra mí”.

			Camila de Gamboa nos explica que hubo, y existen, dos modelos básicos para justificar el recurso a la violencia, a veces disimulada. El primero es lo que denomina “pragmatismo”. Sin abundar en detalles acerca de la variedad de posiciones que representa este modelo, en Colombia aparecen expuestas experiencias salientes. La primera está representada en lo que considero la versión frecuente del autoritarismo político y que mencioné hace muy poco. Me refiero al inflexible “estás a favor o en contra”. Hemos sido testigos de esta posición en varias dictaduras de América del Sur. En otro lugar me he ocupado de este paradigma argentino de la última dictadura: no hay disidentes, hay enemigos. En cuanto tales, estos justifican reacciones drásticas.

			La segunda experiencia es la que la autora adjudica a la versión de Hans Morgenthau, autor de un proyecto que hubiese determinado a Estados Unidos a mantener en ruinas a la Alemania de la posguerra. El factor decisivo consiste en asegurar la prevalencia de una finalidad escogida por el autor pragmático con el criterio que este adopte. Esta finalidad puede afincarse en la famosa “seguridad nacional” o la defensa escrupulosa de las libertades básicas, como lo es la compra de armas de fuego. Impostergable frente a los avances del marxismo o ciertas expresiones del populismo, es necesario descartar un ideario simplista como lo es cualquiera de estos principios en los que se apoya en la Asociación Nacional del Rifle y que persigue más de lo que puede sintetizarse en un propósito o principio, como cualquiera de los señalados. Camila de Gamboa rechaza esta aproximación a la política.

			Está claro que Camila tiene finalidades mucho más abarcadoras que lo que expresa cualquier objetivo pragmá­tico como los esbozados. Con acierto, ella concibe la democracia como el ámbito en el que participan —y libremente persiguen sus pretensiones— los ciudadanos, sin exclusiones. Se trata, sostiene reiteradamente De Gamboa, de lograr la paz en una comunidad de gente digna. De modo que no solo refuta el pragmatismo, sino que, además, con igual fuerza, rechaza lo que denomina el “punitivismo”, que es el segundo modelo para justificar el recurso a la violencia.

			En boga en la Argentina de los tiempos en que escribo estas líneas, el punitivismo consiste en asignarle una importancia superlativa al castigo de todos y cada uno de aquellos susceptibles de ser acusados de haber cometido abusos criminales durante la dictadura que asumió el poder en 1976. Es cierto que, en alguna medida, el castigo contribuye como ninguna otra medida a construir la dignidad de la víctima. Este es un rito de un proceso en el que hay quienes revelan su verdad para infligir un castigo al abusador acusado, que nos comunica a todos —y al círcu­lo de la víctima en particular— que los padecimientos de la última nos importan. Esto, sin duda, la dignifica y a aquellos a quienes imaginamos haber calzado sus zapatos.

			También es cierto que suelen ser muchos los responsables en el sentido político y moral, en el sentido que destaca Camila. Muchos ciudadanos respaldaron el régimen. Hubo responsables directos e indirectos, penal y criminalmente, de los atropellos de un régimen injusto y violento. Pero la prevención de Camila de Gamboa se afinca en el hecho de que la “dignificación” por este medio no requiere el castigo de la pléyade de violadores de derechos fundamentales ni la actitud de señalar públicamente a quienes ofrecieron su apoyo. Un programa que apunte al imperio del castigo criminal corre el riesgo no solo de eclipsar progresos significativos en otros campos que resultan significativos para afianzar, sin exclusiones, la dignidad de los ciudadanos. Asimismo, pone en peligro la concordia general, cuando se involucra a militares, guerrilleros o paramilitares que no impartieron las órdenes o a los actores de bajo rango, adoctrinados para acudir a la violencia contra “enemigos ideológicos” de un régimen que adoptó el criterio bipolar de “amigos y enemigos”.

			No puedo sino coincidir enteramente con Camila. Las políticas punitivistas se transforman, de una manera paradojal, en persecuciones violatorias de la dignidad de habitantes, presos y condenados, por jueces obnubilados. Hoy hay, en Argentina, fiscales que hablan con vergüenza de las escenas persecutorias que presenciaron durante los juicios. No hace falta destacar mi falta de éxito cuando advertí el peligro que corría el país de escindirse en dos bandos, otra vez, ante una persecución penal irrestricta.

			Como lo he sugerido ya, los procesos penales tienen la particularidad de atraer la mirada de la gente en general. Se trata de un escenario donde compiten dos rivales para llegar a un término concluyente: condena o absolución. Cuando los procesos son numerosos, este interés se diluye gradualmente, cuando los mismos testigos han olvidado los hechos casi por completo. Ha transcurrido mucho tiempo como para que los actores mantengan su identidad y los acusadores apuntan ya a oficiales de muy bajo rango, a suboficiales y hasta a soldados rasos.

			Esta consecuencia funesta del punitivismo le da la razón a Camila de Gamboa. Es necesario acudir a modelos de transición más complejos para afianzar, en lo posible, la dignidad y la paz entre los colombianos. Si la Justicia es importante, no lo es menos la Verdad. Como un defensor de las comisiones de verdad al estilo sudafricano, no puedo sino avalar la sensatez de la tesis del libro del que me ocupo aquí. Como tantos otros, soy testigo de juicios que terminan por banalizar la justicia, en lugar de dignificar a las víctimas. Parece un contrasentido propio del punitivismo sostener que la dignidad de los ciudadanos de un país pueda lograrse, paradojalmente, mediante la humillación que comporta el encierro interminable de cientos de personas sin un veredicto que respalde esta condición.

			Para cerrar el tema, repito, un proceso de transición debe estar respaldado por una visión amplia, con el fin de lograr la paz y la dignidad. El libro de Camila es muy sugerente en este sentido: los habitantes de un país deben obtener su dignidad por medio de la justicia, la educación y una mejor distribución de la riqueza que impida la exclusión de comunidades enteras. Sostengo esto a pesar de haber sido uno de los principales arquitectos del juzgamiento de abusos dictatoriales en Argentina.

			No puedo sino elogiar con la mayor fuerza el libro de la profesora Camila de Gamboa. Confieso que lamento (con muy sincera alegría) que, con la excelente colaboración de amigos académicos, sea Camila y no yo quien escribió este libro.

			Jaime Mamalud-Goti

		


		
			Agradecimientos


			El que tengamos ideas, conceptos, criterios, herramientas de análisis, metodologías y apuestas teóricas son formas de estar y asumir el mundo que se han construido en espacios colectivos en los que hemos aprendido por medio de una clase, una maestra o maestro inspirador, una conferencia, una discusión acalorada entre colegas y, en ocasiones, entre extraños, y muchos libros leídos una y otra vez. Las mejores cosechas se recogen de tierras fértiles llenas de afecto, que nos acompañan en estos procesos de pensar para escribir, de convertir ideas en un lenguaje que pueda ser compartido y discutido.

			En este viaje, quiero agradecer a mis estudiantes de las clases de Teorías Contemporáneas de la Justicia, que por tantos años me han acompañado en forma entusiasta y responsable; a los de Justicia Transicional en el Mundo y en Colombia; a los de la maestría de Memoria, Paz y Conflicto y, por supuesto, a mis monitores de Teorías Contemporáneas de la Justicia, por su compromiso, respeto y apoyo incondicional cada semestre. También a los estudiantes de los semilleros de investigación que he tenido el honor de dirigir.

			Agradezco, además, a mis maravillosos colegas del grupo Janus, con quienes desde el 2016 hemos llevado a cabo un seminario que ha enriquecido nuestros proyectos, investigaciones y nuestros lazos de amistad. A mis compañeras, Ángela Santamaría y Laura Camila Barrios, extraordinarias investigadoras y entrañables amigas del Centro de Estudios de Paz y Conflictos. A mis colegas más cercanos de investigación, a quienes respeto y admiro: María Victoria Uribe, Silvia Rivera, Luisa Ramírez, Laura Ordoñez, Ana Guglielmucci, Ángela Uribe, Beira Aguilar, María del Rosario Acosta, Juliana González, Iris Jave, Cristina Sánchez, Francisco Cortés, Jairo Baquero y Rafael Quishpe. Asimismo, a mis extraordinarios estudiantes, Mary Díaz, Tania Bonilla, Vivian Flechas, Juan Felipe Lozano, Paola Sereno y Milton Valencia, ya hoy profesionales increíbles que me han acompañado en forma entusiasta en la investigación y en el comienzo de cualquier reflexión que luego se cristaliza en un texto académico. Y obviamente a los autores con quienes escribí tres de los textos que aparecen en este libro: Wilson Herrera, Iván Mahecha y Fabio Díaz.

			De igual forma, quiero agradecer muy especialmente a Gloria María Gallego y Esteban Restrepo, por ser unos lectores agudos, críticos y generosos, que además me ofrecieron mejores formas de urdir y tejer este texto; y a Jaime Malamud-Goti, mi maestro y amigo entrañable, por aceptar escribir el prólogo de este libro.

			Y, por supuesto, a la Editorial Universidad del Rosario, a Juan Felipe Córdoba, por siempre creer en estas aventuras académicas, y a Ingrith Torres Torres.

			Finalmente, agradezco a la Universidad del Rosario, por apoyar siempre, de manera generosa, mi vocación académica.

		


		
			Introducción


			Este libro recoge una serie de artículos que comencé a escribir en el momento en el que, por primera vez en Colombia, se discutía un modelo de justicia transicional (jt) cuyo fin era emprender, como varias veces desde los años ochenta del siglo xx se había hecho, una transición hacia la paz, con la que se buscaba cerrar un conflicto armado violento entre el Estado y grupos armados ilegales desde los años sesenta del siglo xx, y que tuvo su origen en ese período tan desolador que los colombianos nombramos como “La Violencia” (con V mayúscula), pero que con los años había adquirido ingredientes propios en contextos muy diversos y complejos.1

			Este proceso de escritura, que culmina con un escrito sobre el acuerdo de víctimas en el “Acuerdo final para la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y duradera” (citado también como Acuerdo final o Acuerdo de La Habana), ha sido dividido temáticamente en dos partes. En la parte I, hago referencia a las responsabilidades que a las comunidades políticas y a los miembros que las componen les corresponde asumir en el presente cuando han sufrido conflictos violentos. Son responsabilidades que demandan con urgencia las víctimas y la sociedad en su conjunto, a fin de lograr una transición política que logre una paz duradera y, en especial, una paz justa. Estas reflexiones se fundan en concepciones filosóficas, jurídicas y políticas propias de las democracias liberales y de la jt, pero se apoyan e inspiran en el conflicto colombiano, que ha sido el motor de mis reflexiones y también de mis preocupaciones en mi condición de mujer y de ciudadana colombiana.

			La primera parte del libro, que he titulado “Las responsabilidades derivadas del pasado violento”, incluye cinco capítulos. En el capítulo 1, “El caso colombiano: la transición fallida”, analizo la violencia política en Colombia como un caso en el que no ha sido posible hacer el tránsito de una situación de guerra a una situación estable de paz. En este capítulo defiendo la idea de que, en Colombia, se ha construido una identidad nacional basada en la exclusión democrática de muchos grupos sociales, y que un aspecto esencial de esta identidad excluyente ha sido tratar de responder a la violencia política no con transformaciones institucionales y una cultura que permita que los grupos abandonados se inserten en la sociedad plenamente, sino, por el contrario, olvidando las violencias y las responsabilidades de un pasado de sufrimiento. A fin de sustentar esta tesis, muestro la relación que existe entre la identidad de una comunidad política con la historia y la memoria colectiva, y cómo, particularmente en el caso colombiano, esa identidad política y moral de un grupo se afirma y reafirma mediante la exclusión de otros grupos, y cómo estas representaciones del pasado, aun con las transformaciones democráticas que se iniciaron desde los años ochenta del siglo xx, continúan atravesadas por el deseo de no enfrentarse a un pasado en el que aparecen dolorosas heridas y responsabilidades que aún siguen vivas en el presente.

			En el capítulo 2, “La transición democrática y la responsabilidad de la comunidad con su pasado”, establezco las clases y los grados de responsabilidad que los diferentes sujetos de una comunidad política deberían asumir respecto a un pasado en el que se han cometido violaciones graves de derechos humanos, cuando tales sociedades hacen tránsito a un régimen democrático. Para lograr este propósito, el capítulo se refiere, en el primer apartado, a la relación existente entre la construcción de las agencias morales y ciudadanas, y los sistemas políticos en los que estas se desarrollan. Defiendo la idea de que el régimen político que mejor garantiza la formación de agencias morales y políticas responsables son los regímenes democráticos liberales, en los que se asegura la inclusión y la igualdad. Luego, en la segunda sección del capítulo, analizo tres aspectos de la responsabilidad de los miembros de una transición democrática: la responsabilidad política, la responsabilidad moral y la responsabilidad criminal, teniendo como guía normativa la concepción de una democracia incluyente e igualitaria.

			En el capítulo 3, “La culpabilidad moral de los actos atroces en situaciones de violencia política”, analizo la forma de responsabilidad individual que puede atribuirse a un ofensor que ha realizado un acto atroz y el tipo de repudio moral que merece esta clase de acciones. Considero que este análisis es fundamental para los ciudadanos de cualquier sociedad que vive una situación de violencia política. En particular, en Colombia, donde enfrentamos una grave crisis moral, que se manifiesta en una serie de crímenes atroces que se cometen con ocasión del conflicto armado interno y que se ve influenciada de manera negativa por un ambiente de polarización política que, con intereses muy distintos, intenta minimizar la barbarie o justificarla como un mal menor; en el que se acusa al contradictor como la fuente de todos los males y, por tanto, como el único responsable de la violencia; en el que se aíslan las acciones de los grupos insurgentes o contrainsurgentes del uso en­démico de la violencia que han ejercido los partidos políticos históricamente y de la que se han beneficiado muchos sectores sociales; o en la que se asume una velada o franca indolencia respecto a la atrocidad de los perpetradores y el sufrimiento de las víctimas.

			En el capítulo 4, “Las potencialidades de las experiencias locales en la construcción de la democracia y la consolidación de la paz”, hago un análisis de cuatro experiencias en el mundo, en las que se construyen instrumentos desde lo local para responder a la violencia política. Para esto, expongo, en la primera sección, algunas de las razones por las que las reflexiones sobre la jt se centran en modelos cuyo diseño privilegia una mirada general y desde el Gobierno central, y no una mirada desde lo local. En el escrito indico el modo en que, a mi manera de ver, estas dos perspectivas podrían articularse con base en principios democráticos. En el segundo apartado, presento los casos y, luego, uso tres variables que permiten mostrar cómo la existencia de ciertos factores puede incidir en que las experiencias sean más o menos satisfactorias para fortalecer la democracia y contrarrestar, desde lo local, las causas y los efectos que generaron o generan la violencia.

			En el capítulo 5, “Representar el sufrimiento de las víctimas en conflictos violentos: alcances, obstáculos y perspectivas”, escrito en coautoría con Wilson Herrera, presentamos una versión más sintética que la del texto original. El propósito del capítulo es analizar qué formas de representación son adecuadas para dar cuenta de las injusticias cometidas en contra de las víctimas y cuáles son inadecuadas, puesto que con ellas no se hace justicia a los sufrimientos que dichos grupos de víctimas han padecido por cuenta de la violencia política. La tesis central que defendemos es que las narraciones y representaciones que se hagan de las víctimas pueden contribuir para la construcción de una sociedad democrática e incluyente, en la medida en que ellas sean capaces de provocar, en la ciudadanía, una indignación y compasión informada.

			La parte II del libro, “Marcos normativos de la justicia transicional y sus efectos”, se compone de cinco capítulos, en los que analizó diferentes aspectos de los modelos de jt que se han gestado en Colombia en el siglo xxi, que se inician con la visión política y las negociaciones de paz en el Gobierno de Álvaro Uribe Vélez con las Autodefensas Unidas de Colombia (auc), hasta llegar al modelo de jt diseñado durante el Gobierno de Juan Manuel Santos, que comenzó a desarrollarse en un contexto políticamente muy polarizado.

			En el capítulo 6, “Las fórmulas de paz del Gobierno con las Autodefensas Unidas de Colombia. Una lectura desde el realismo político”, afirmo que las fórmulas de paz del Gobierno de Álvaro Uribe Vélez pueden ser leídas como una estrategia propia de los Estados que guían sus decisiones políticas fundadas en la perspectiva del realismo político. El escrito muestra los riesgos que para una democracia implica asumir esta postura en una negociación política con un grupo armado; en particular, se analizan estos riesgos en el diseño de la Ley de Justicia y Paz, y las generosas concesiones que se dieron a los miembros de las auc en detrimento de los derechos de sus víctimas.

			El capítulo 7, “¿Adiós a la democracia? Un análisis de las propuestas de paz en el Gobierno de Álvaro Uribe Vélez y su incidencia en las instituciones democráticas”, estudia las propuestas de paz del Gobierno de Uribe Vélez y sus efectos en las instituciones y la cultura democrática colombiana. El análisis no pretende evaluar directamente si las propuestas de paz fueron efectivas para dar por terminado el conflicto, sino mostrar el vínculo que existe entre una democracia débil, como la colombiana, la influencia de la personalidad de Uribe Vélez en el imaginario político y sus proyectos de seguridad democrática y de estado comunitario, en la medida en que estos proyectos hacían parte de sus propuestas de paz. Esta caracterización del contexto político colombiano se convierte en un ejemplo de lo que puede ocurrir cuando los Gobiernos que han vivido situaciones de violencia política carecen de instituciones políticas y de una cultura democrática lo suficientemente fuertes para guiar su modelo de jt desde ideales normativos que posibiliten no solo la terminación del conflicto, sino también el logro de una paz duradera, en la que sea posible garantizar a sus ciudadanos, y en especial a las víctimas, una ciudadanía plena e incluyente.

			En el capítulo 8, “Análisis del marco jurídico para la paz, ¿una ley para quienes?”, escrito en coautoría con Iván Mahecha, estudiamos el Acto Legislativo 01 de 2012, más conocido como el “Marco jurídico para la paz” (mjp). En esta norma constitucional, proferida durante el Gobierno de Juan Manuel Santos, antes de comenzar formalmente las negociaciones con las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (farc), se consagraba el modelo de jt que regulaba los incentivos y las obligaciones de los grupos armados que llegaran a acuerdos de paz y los derechos de las víctimas del conflicto armado en Colombia. Este capítulo, además de analizar el mjp, propone tres visiones acerca de la jt: una lectura realista, una punitivista y una integral. Esta última es la que defendemos en el escrito, porque reconoce los derechos de las víctimas y porque se crean mecanismos para que los actores involucrados en las graves violaciones se responsabilicen por ellos.

			En el capítulo 9, “Las negociaciones de La Habana: ¿hubiera sido posible replicarlas en la sociedad?”, propongo una reflexión crítica sobre los resultados negativos del plebiscito para refrendar el Acuerdo de La Habana. Mi análisis no se refiere exclusivamente al ejercicio político por excelencia de la ciudadanía de votar, sino a lo que considero un déficit democrático mucho más profundo que, creo, no se tuvo en cuenta cuando el Gobierno propuso que la ciudanía refrendara los acuerdos mediante un plebiscito. Este análisis lo llevo a cabo desde la idea de democracia deliberativa propuesta por Iris Marion Young.

			El capítulo 10, “El modelo de justicia transicional del Acuerdo de La Habana”, escrito originalmente en inglés con Fabio Díaz, lo he ampliado, modificado y actualizado para este libro. El texto estudia el punto 5 del Acuerdo de La Habana, el cual contiene los principios, las instituciones y las normas que regula al sistema de jt integral, e igualmente señala los retos y riesgos alrededor de la implementación de este modelo de jt en un contexto político profundamente polarizado, en el que aparecen cada vez más lejana la paz y más presente los ánimos de continuar la guerra.

			Finalizo el libro con un corto texto, a manera de cierre, escrito en un momento de muchísimo peligro, en el que quiero recordar que la jt que se ha construido en Colombia desde el 2005 hasta hoy, es una apuesta política por la esperanza de una sociedad más incluyente y justa, que, sin olvidar el pasado, sino respondiendo a este, nos permita a los colombianos hacernos desde y con cada uno de nosotros, la promesa de un mejor futuro para todos.

			

			
				
					1	La totalidad de los artículos que fueron publicados originalmente en revistas y capítulos de libros (algunos de esta editorial y otros de otras editoriales nacionales y extranjeras publicados aquí con autorización de todas ellas) hacen parte del proyecto de investigación adscrito a Colciencias denominado “Justicia transicional y políticas públicas frente al conflicto armado colombiano”, del Grupo de Derechos Humanos de la Facultad de Jurisprudencia de la Universidad del Rosario, e igualmente se inscribe dentro del proyecto de investigación “Los residuos del mal en las ­sociedades postotalitarias: respuestas desde una política democrática”, referencia ffi2012-31635, financiado por el Ministerio de Economía y Competitividad de España.

				

			

		


		
			Parte I
 Las responsabilidades derivadas del pasado violento

		


		
			1


			El caso colombiano:
  la transición fallida *

			En este capítulo analizo el caso de la violencia política en Colombia como un caso fallido en el que no ha sido posible hacer el tránsito de una situación de guerra a una situación estable de paz. Defiendo la idea de que, en el país, se ha construido históricamente una identidad nacional con base en la exclusión democrática y que un aspecto esencial de esta exclusión ha sido tratar de responder a la violencia política con el olvido.

			A fin de sustentar estas tesis, muestro la relación que existe entre la identidad de una comunidad política con la historia y la memoria colectiva, y cómo, particularmente en el caso colombiano, esa identidad política y moral de un grupo se afirma y reafirma mediante la exclusión de otros grupos. Asimismo, cómo estas representaciones, pese a las transformaciones democráticas que se iniciaron desde los años ochenta del siglo xx, continúan atravesadas por el deseo de no enfrentarse a un pasado en el que aparecen dolorosas heridas y responsabilidades que aún siguen vivas en el presente.

			Identidades excluyentes y violencia


			En diversas disciplinas existe, en la actualidad, una preocupación compartida acerca de la importancia de la memoria y la historia en la construcción de la identidad nacional, y cómo esa identidad puede llegar a ser más o menos apta para que los miembros de una comunidad política asuman su pasado de manera responsable. No es mi intención presentar en este escrito los diversos debates —por cierto, muy interesantes y complejos— entre los vínculos, las diferencias e incluso las distancias entre la memoria y la historia.1 Sí me refiero, brevemente, a la forma como tradicionalmente se han diferenciado estos dos conceptos y a la estrecha relación que existe entre ellos, para luego analizar los problemas de una construcción de un pasado con pretensiones hegemónicas y excluyentes.

			A la memoria se le considera una facultad que permite traer el pasado al presente. Como señala Paul Ricoeur, la memoria tiene dos tipos de relaciones con el pasado: por un lado, constituye el conocimiento de eventos pasados y, por tanto, tiene una pretensión de verdad; y por otro, la memoria no es un mero acto mental que a veces expresamos con palabras; ella también es una acción que se realiza en diferentes espacios, como la plaza, el museo, la escuela, la familia; es determinada y, al mismo tiempo, constituye agentes e instituciones,2 como las naciones, los partidos, las religiones, etc. Sin embargo, más que de “memoria”, es mejor hablar de “memorias”, pluralidad de relatos que son susceptibles de actualizarse en el presente, mediante “actos de recuerdo”. En este sentido, es posible recordar debido a que el pasado deja rastros, huellas que pueden ser interpretadas hoy.

			El pasado, como tal, es imposible de aprehenderlo; pero los rastros de ese pasado son susceptibles de interpretarse y de darles un sentido. Así, todos los grupos humanos han construido diversos tipos de registros que sirven para mantener viva la memoria. Alberto Rosa et al. llaman a estos registros externos “cultura”; entre ellos están los libros de historia, los partidos políticos, los periódicos, las obras literarias, las películas y cualquier opinión sobre el pasado. Todos estos son productos que sirven de instrumentos para representarse el pasado.3

			La historia es uno de estos productos que, como señalan Rosa et al., aunque no tiene el monopolio del recuerdo, sí cuenta con un estatus de práctica científica que selecciona e interpreta los rastros del pasado conforme a unos criterios dados por la propia disciplina.4 Así, la historia pretende garantizar una cierta objetividad de los productos que ofrece y un sentido de normalización de los acontecimientos del pasado.

			Por otra parte, encontramos ciertos tipos de memoria que buscan liberarse de la memoria recibida por la historia oficial y más bien tratan de recuperar eventos olvidados, que incluirían otras interpretaciones del pasado, a fin de reconocer, de hacer visibles aquellos acontecimientos que han sido dejados de lado por la historiografía dominante.5

			Creo que, al respecto, es importante destacar aquí un argumento de Yosef Hayim Yerushalmi, quien en sus reflexiones sobre el olvido con razón señala que lo que un pueblo “recuerda” es lo que las anteriores generaciones transmitieron a la presente generación, en la medida en que esas representaciones del pasado son aceptadas por la presente generación como con sentido. De la misma manera, un pueblo “olvida” cuando la generación que posee esa memoria del pasado no la transmite a la siguiente.6

			Es evidente que, en cualquier comunidad política, las relaciones entre la historia y la memoria son dinámicas, y también lo es que las mediaciones entre una y otra no son necesariamente pacíficas. Por esta razón, quiero referirme a los problemas de la construcción de un pasado con pretensiones hegemónicas y excluyentes; al modo como estas visiones podrían influir negativamente en la construcción de la identidad política, y a la forma de responder a un pasado violento, como es el caso colombiano.

			El Estado nación en Colombia, como en general en la mayoría de los países de América Latina, es el resultado de una construcción excluyente, tanto de lo público como de lo privado. Como lo señala María Teresa Uribe, el orden colonial fue el resultado de la confrontación entre tres grupos étnicos diversos, en el que se impuso la visión del mundo y de las instituciones políticas y morales del grupo dominante español, a través del catolicismo y del hispanismo.7 Uribe denomina a esta visión del mundo, la de la “comunidad cristiana”.

			Esta visión hegemónica de la identidad nacional dejó de lado las visiones de los otros grupos. En este sentido, lo público es por esencia excluyente, la ciudadanía solo corresponde a unos pocos que detentan el poder político y económico, y en lo privado, se construye igualmente una estructura de poder, en donde los grupos minoritarios —indígenas, esclavos, mujeres y clases económicas menos pudientes— cumplen un papel subordinado y en beneficio de los ciudadanos privilegiados.

			Así, lo público es, en esencia, construido en franca oposición a los grupos que no representan ese supuesto ideal hispánico y esa forma de interpretación cristiana heredada de los españoles, de una religión que aunque se impone a toda la sociedad, no implica ningún tipo de igualdad moral ni política, sino, por el contrario, una cosmovisión jerárquica de la sociedad.8

			Me parece importante resaltar la estrecha relación que se configura entre la esfera privada y la pública en ese período en Colombia. Así, los valores, las jerarquías y las maneras de relacionarse entre los diversos grupos en lo público producen, en el ámbito de lo privado, un efecto reflejo de tales cánones. Es por esto por lo que la construcción de la identidad nacional se constituye en la estrecha interrelación de estas dos esferas y de ellas surge una concepción de ciudadanía excluyente y de una asimétrica agencia moral.

			La consecuencia de una construcción fragmentada de lo político y lo social consiste en que las experiencias, los valores, los fines y la cultura de los grupos dominantes se imponen a los otros, y se asume que esta visión del mundo representa, de algún modo, como lo señala Iris Marion Young, la experiencia de todos.9 En Colombia, además, esta exclusión es violenta y no proviene de simples relaciones de poder y de leyes que hayan ocasionado la fragmentación en el orden social y político. La visión de la comunidad cristiana heredada del imperio español produce una exclusión que influye en la forma en que los colombianos configuran y representan su pasado, en el que van a primar visiones hegemónicas de la historia y una invisibilización o supresión de las memorias de los grupos dominados acerca de sus propias experiencias y de su participación en la conformación de un Estado nación independiente del yugo español.

			Esta visión de la comunidad católica se ve enfrentada, en la configuración del Estado nación, con una visión secular y moderna de lo público, que defendía un Estado cimentado en la igualdad política y moral de sus miembros, regido por leyes generales y abstractas. Se produce, así, una tensión entre estas dos visiones de mundo, la cristiana y la liberal-secular, en un contexto social en el que se preserva el orden imperante, heredero de la institucionalidad española.

			El siglo xix se caracteriza por guerras constantes entre los partidos políticos para imponer su constitución política y, en este sentido, su perspectiva de orden institucional y de lo público. En este siglo, en la política, como señala Uribe, se acepta el uso de la guerra y de la violencia para instaurar el orden.10

			Si el siglo xix, como dice Uribe, se caracteriza por una “guerra por la carta”,11 el siglo xx lo hace por una guerra por lo político, que se traduce en cruentos períodos de violencia entre los partidos por la disputa electoral12 y la exclusión absoluta, en lo político, del vencedor respecto del partido vencido. Es interesante ver que, en esta confrontación, los grupos subalternos construyen una identidad nacional que se teje en el contexto de las disputas amigo-enemigo de las elites de esos partidos.

			Este cambio en lo público no significó la inclusión, en pie de igualdad, en la esfera política y en la estructura social colombiana, de los grupos subalternos del partido que ejercía el poder. Por el contrario, los grupos dominados o minorías de ambos partidos, sencillamente fueron usados por los grupos dominantes como instrumentos para instaurar o preservar la visión del orden político, mediante la guerra, haciendo parte de los ejércitos de los partidos,13 o como electores políticos, para preservar el poder del partido de turno.14

			Esta visión fragmentada de lo político se refleja también en la esfera privada, en la que, además de conservar la versión jerárquica de la sociedad, la visión de amigos-enemigos adquiere un talante radical y sacro, ya que la colectividad de cada partido ve en el otro a los causantes del desorden moral que se produce y reproduce en sus proyectos políticos.

			Tal visión del mundo tiene muy poco que ver con una moral secular despojada de elementos tradicionales como la religión, las clases sociales, la pertenencia a una etnia o un género. De cierta manera, el viejo y tradicional sentido de lo público de la comunidad católica e hispana es adaptado a visiones más seculares, sin que esa transformación implicase un cambio esencial de perspectivas respecto del mundo hegemónico, excluyente y, a su vez, escindido en dos bandos opuestos, en apariencia irreconciliables. Y digo “en apariencia”, puesto que los intereses de las elites coincidían más de lo que ellas mismos aducían como diferente en el discurso y en la guerra.

			Así, en el siglo xix y luego en el xx, las reformas de mitad de siglo para adoptar el liberalismo económico fueron acogidas por las dos elites. No obstante, la apertura económica no se tradujo en el plano político, y por ello se dejó de lado el reconocimiento de la igualdad política de todos los colombianos.15

			Y debido a que, en Colombia, no se logró que ninguno de los dos partidos se impusiera al otro mediante la guerra o un proyecto político que trascendiera los intereses partidistas y aglutinara a la mayoría de ciudadanos, la situación de guerra permanente dio cabida a la realización de constantes negociaciones entre los partidos.

			Sin embargo, la hegemonía de los partidos tradicionales se ve debilitada por dos factores en Colombia: por un lado, por la modernización de la nación, en sus componentes de transformación económica y social, que se reflejaron en la industrialización, el movimiento de una sociedad rural a una urbana y en la ampliación de la cobertura educativa, que deja de ser un privilegio de las elites. Todo esto produce una secularización de la sociedad, al igual que un resquebrajamiento de las estructuras políticas y sociales establecidas por el bipartidismo. Por otro lado, y en relación con el aspecto anterior, los dos partidos, que usaron la violencia como una herramienta de la política, terminan luego del cruento período conocido como la Violencia (1946-1960) con un nuevo pacto, denominado el Frente Nacional, que les permite reestablecer la estabilidad para seguir gobernando.16

			Es interesante observar que aunque la intención del Frente Nacional era la de responder a la violencia que la propia elite había propiciado, dado que su talante no era el de una democracia incluyente, sino, como lo dice Daniel Pécaut, de un pacto ad hoc entre los dos partidos, el espacio de lo público continuó siendo un espacio de privilegio, exclusión e intolerancia hacia otras ideologías o minorías. En esta nueva perspectiva de lo público, sí se puede afirmar que se amplió la participación política y, con esta, el número de los ciudadanos llamados a ejercer el poder político, sin que el propósito del pacto constituyese una ciudadanía para todos, ya que las clases subalternas continúan, en este pacto, teniendo un rol instrumental, que la modernización y la ausencia del sectarismo van a ir debilitando.17

			No obstante, en esta nueva configuración de lo público, el uso de la fuerza y de la violencia sigue siendo legítimo, no entre los miembros del bipartidismo, sino contra quienes se oponen al statu quo. El enemigo de mediados y fines del siglo xx en Colombia es el “comunismo” y, en este sentido, esa lógica bipolar de amigo-enemigo en el imaginario colectivo colombiano no desaparece, sino que simplemente se reemplaza por el comunismo, “el mal” que se gesta en América Latina en el contexto de la Guerra Fría y de la doctrina de la Seguridad Nacional de Estados Unidos.

			Bajo el calificativo de “comunismo” se agruparon, en Colombia, fenómenos completamente disímiles, ­algunos de ellos violentos y otros en los que los ciudadanos simplemente hacían uso de uno de los mecanismos con los que cuentan los regímenes democráticos, como lo son las protestas cívicas en contra de muchas de las injusticias sociales del régimen. Sin embargo, esa vieja, pero renovada perspectiva de dividir entre buenos y malos, impedía sopesar de manera razonada el trasfondo de justicia que podían tener tanto las protestas sociales de grupos excluidos, así como el origen de los grupos guerrilleros liberales. De este modo, lo que quizá en un contexto democrático hubiese sido resuelto mediante el diálogo y con algunas reformas estructurales en lo político y lo social —que garantizaran la inclusión equitativa de quienes históricamente habían sido oprimidos o habían sido víctimas de la violencia—, en esa visión radical de amigos y enemigos, la respuesta fue la de evaluar cualquier forma de disidencia como delictiva y, en consecuencia, reprimirla por la fuerza.18

			Por lo anterior, los Gobiernos del Frente Nacional utilizaron los mecanismos jurídicos y políticos de los contextos de guerra, como el estado de excepción y el fortalecimiento de la institución militar, para mantener el statu quo. No obstante, para María Teresa Uribe, las estrategias de gobernabilidad no se orientaron a derrotar a las guerrillas, sino a controlar las bases de apoyo que se encontraban en los movimientos sociales.19

			Pero, con el tiempo, y en especial en la década de los ochenta del siglo xx, la guerra dejó de ser un aspecto estabilizador en el sistema, con el surgimiento, en la escena política, de los narcotraficantes y de los grupos paramilitares. Se trata de una transformación de la violencia, en la que se configuran nuevos actores y elementos que dificultan y hacen más difusos los parámetros para reconocer al enemigo, que antes era fácilmente identificable con los grupos guerrilleros y la disidencia de izquierda.

			Así, en la sociedad colombiana se produce un cambio radical respecto a la idea de la violencia, y es que esta deja de ser vista, por parte de los grupos de poder, como una solución, y pasa a ser un problema que debe ser extirpado del escenario político20 y, en consecuencia, como lo manifiesta Uribe, comienzan, por los Gobiernos, los acercamientos con los grupos guerrilleros para liderar procesos de paz que culminen con la reinserción de sus miembros a la vida civil. Sin embargo, en la tradicional visión del quehacer político, tanto los Gobiernos de turno como los propios grupos armados van a continuar usando la violencia como estrategia para negociar sus intereses.

			Memorias suprimidas, negociaciones y procesos de transición fallidos


			En la introducción a su libro Guerras, memoria e historia, Gonzalo Sánchez afirma, con una frase lapidaria, que, en Colombia, “el pasado no pasa”. La prueba de esta aseveración es que los colombianos continuamos atrapados en el pasado, sin poder transitar a una sociedad en que la guerra y la violencia sean parte de la historia.21 Los colombianos estamos anclados, conforme a Tzvetan Todorov, en una memoria literal;22 esto significa simplemente que la memoria de la guerra y de la violencia no ha sido posible de superar, y esta memoria es el principio y motor de las acciones actuales.

			En Colombia, el pasado rige al presente, puesto que no hemos sido capaces de superar la singularidad de los actos violentos del pasado; en otras palabras, no hemos logrado hacer un buen uso de la memoria, que es la característica de la memoria ejemplar, en la que las experiencias vividas en el pasado se convierten en una lección pública de la que todos podemos aprender y, en este sentido, el recordar el pasado es una forma de hacer justicia.23

			La literalidad de la memoria se refleja en algunas de las caracterizaciones que hace Sánchez acerca del uso de la memoria en Colombia. Sánchez señala que, en el caso colombiano, la memoria actual “no está asociada a la conmemoración-exaltación del pasado, al culto nostálgico a los muertos, a momentos o rituales heroicos”, sino que la memoria “está más asociada a la fractura, a la división, a los desgarramientos de la sociedad”.24 Por tanto, la memoria, más que exaltar el fin de la Violencia —dado que no ha culminado—, prima su iniciación. Como ejemplo de ello, en la memoria de los colombianos se recuerda el 9 de abril de 1948, fecha simbólica del inicio de la violencia. Esta fecha, como dice Sánchez, es la evocación de una catástrofe y con ella se trata de explicar el desarrollo de la violencia subsiguiente y presente.

			Sánchez afirma, y en ello coincido con él, que para lograr la construcción de una memoria ejemplar no es necesario elaborar un relato único de la guerra y nuestra historia, sino crear un espacio público en el que los adversarios puedan contar sus propias experiencias del pasado y en el que sus diversas propuestas puedan ser discutidas en un ámbito democrático.25 Sánchez considera, como Todorov, que la democracia es el mejor sistema político para hacer un buen uso de la memoria.

			No obstante, como se ha analizado en este escrito, la existencia de un sistema democrático no garantiza per se el buen uso que se haga de la memoria; por ello, la democracia es una condición necesaria, pero no suficiente, del uso de una memoria ejemplar. Las democracias reales pueden coexistir con formas de exclusión y opresión social, política y económica, que impiden una real participación ciudadana con criterios de equidad.

			En la sección anterior, “Identidades excluyentes y violencia”, se mostró precisamente que Colombia se ha caracterizado por un pasado de exclusiones, tanto en lo público como en lo privado, que han ocasionado una identidad política y moral fragmentada, y en el que el uso de la violencia y de la guerra se han aceptado socialmente para tratar de alcanzar objetivos políticos. Esta historia de exclusión y de violencia se refleja en el modo como se ha configurado la memoria colectiva de los colombianos, su historia nacional y su manera de lidiar con el pasado.

			Me voy a referir ahora al pacto con el cual se pone fin al denominado “período de la Violencia” que, como ya se mencionó, se sella con el Frente Nacional, un pacto en que las elites se conceden a sí mismas una autoamnistía. Así, las elites nuevamente evaden su cuota de responsabilidad política, moral y criminal en la violencia que habían desatado en las regiones por las disputas por el poder político.26

			De igual manera, las clases subalternas tienen un papel instrumental en este nuevo pacto político: son las que hacen la guerra y sufren las peores formas de radicalización de la violencia, mientras que en el espacio de los acuerdos, se invisibilizan y no se reconoce el modo en que fueron instrumentalizadas. Ya el hecho mismo de nombrar un período como la “Violencia” hace que las víctimas y victimarios tengan un rol anónimo; como dice Sánchez, “cumple a cabalidad la imagen de un relato sin actores”.27

			Esta imagen acerca del período se refleja, en palabras de Pecáut, en las zonas de colonización y de periferias urbanas, en las que muchos atribuyen su situación actual a la “Violencia”,28 como si fuese posible hablar de un período de terribles conflictos políticos y sufrimiento sin los agentes humanos que los produjeron y padecieron. En este sentido, se trata de una manipulación de la memoria. La elite, por un lado, se reconcilia sin asumir su responsabilidad en la violencia, mediante un pacto de olvido y un acuerdo de compartir el poder político. Esta reconciliación de la elite obedece a razones pragmáticas; con ella se hace el balance de fuerzas de los dos partidos y se reconoce el caos que había generado la violencia. Y, por otro lado, como ya se ha señalado, las elites de esos partidos finalmente se reconocen como iguales, puesto que comparten y han compartido por mucho tiempo el mismo estatus social, los mismos intereses económicos y ciertas creencias morales acerca de lo que ellos son y merecen dentro de la estructura social y política.29 En últimas, las elites se constituyen en los vencedores de la violencia, mientras que las memorias y experiencias de las clases subalternas se suprimen.

			Sánchez considera que dentro de las clases subalternas se presenta un sentimiento de vergüenza colectiva, ante “la certeza de una lucha fratricida sin sentido” que es mejor olvidar.30 Creo que esta vergüenza de la que habla Sánchez se puede explicar muy bien a través de la idea de la “zona gris”, del libro de Primo Levi, Salvados y hundidos. Levi califica como uno de los horrores de los sistemas totalitarios, que ocurre en el campo de concentración, el que las víctimas pierden control sobre sus decisiones y son usadas como colaboradores del sistema. De tal manera que ellas no pueden declararse simples víctimas de la institución, pues están colaborando con sus victimarios en contra de otras víctimas. Para Levi, este es el sistema más atroz de corrupción moral, pues la víctima-victimario, por las circunstancias y el afán de sobrevivir, se convierte en cómplice de los opresores y ya no puede juzgar las acciones de estos sin sentir una gran culpa y vergüenza respecto de sus propias acciones.31

			Aun cuando el caso de Primo Levi se da en una situación muy específica de pérdida de control como lo es un campo de concentración, guardadas las proporciones, ciertas organizaciones y estructuras criminales, o de poder, tienen formas de cooptar colaboradores, incitándolos, ya sea mediante la persuasión, la necesidad o el terror, a realizar acciones inmorales, a fin de hacerlos participes de sus propias culpas. Este es uno de los mecanismos que durante la Violencia usaron agentes del Estado y que es también utilizado por la guerrilla, los grupos de autodefensa, las mafias, etc.

			El período de la Violencia es esencial en la construcción de la memoria colectiva y la historia de Colombia, pues al existir un pacto del silencio respecto del pasado, la elite, a su vez, ejerce un monopolio sobre lo ocurrido, que pretende imponer una verdad oficial sobre los acontecimientos. Este supuesto monopolio de la verdad tiene consecuencias en el modo como en la actualidad los colombianos representamos ese período traumático que no ha sido superado. Como expresa Sánchez, no hay monumentos para las víctimas, ni tampoco hay héroes a los que emular; pareciera que la única víctima que se puede distinguir con nombre propio es Jorge Eliécer Gaitán. Los demás son recuentos de masacres sin rostros identificables y sin nombre. En muchos casos, se han destruido los archivos que dan cuenta de lo ocurrido y se ha construido una historia oficial32 en la que el número de víctimas no coincide con la de los investigadores sociales.

			De igual manera, dado que la elite construye una historia hegemónica que suprime su responsabilidad, en el imaginario colectivo de los colombianos queda la creencia de que quienes generaron la violencia fueron los campesinos y las clases subalternas. Ellos son el enemigo y, por tanto, los causantes del caos, y en esa lógica de amigo-enemigo son potencialmente peligrosos y siempre debe vigilárseles. Para algunos ciudadanos, el levantamiento popular tiene una explicación clara, que se fundamenta en la debilidad de su carácter moral o social, que los hace proclives a querer escalar en la estructura social por medios reprochables, como la violencia o la consecución del dinero fácil.

			En conclusión, el Frente Nacional constituye un caso de una transición fallida en la historia colombiana, en que se pretendía lidiar con la violencia por medio de un nuevo comienzo, tratando de suprimir el pasado, especialmente las memorias acerca de los horrores de las guerra y la violencia, de sus actores y sus víctimas y, en consecuencia, no se buscan las causas que dieron origen a esa violencia, para no repetirlas en el presente, y se dejan las heridas del pasado abiertas, de tal forma que las violencias pasadas se convierten en el precedente anunciado de las violencias futuras.
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			La transición democrática y la responsabilidad de la comunidad con su pasado *

			Después de haberme referido, en el capítulo anterior, a la forma como en Colombia se ha construido una identidad nacional con base en la exclusión democrática de muchos grupos sociales, en donde no se ha respondido a la violencia política con las transformaciones institucionales que podrían permitir que muchos de los grupos humanos excluidos se inserten en la sociedad plenamente, y que, además, no se han asumido las responsabilidades que provienen del pasado tanto institucionales como colectivas e individuales, es pertinente entonces, en este capítulo, establecer las clases y los grados de responsabilidad que tendrían que asumir los miembros de una comunidad política1 respecto a un pasado de sufrimiento e injusticia, cuando tales sociedades hacen tránsito a un régimen democrático.

			Aunque es claro que cualquier sociedad con un pasado histórico de injusticia hacia sus propios miembros o hacia otra sociedad debería responsabilizarse por ese pasado y tratar de enmendarlo, este texto se circunscribe al análisis de la responsabilidad de una sociedad en una transición democrática, luego de graves y masivas violaciones a los derechos humanos, causadas por un régimen represivo o por sus oponentes, en un conflicto armado interno.2

			El capítulo tiene dos secciones. En la primera me refiero a la relación existente entre la construcción de la agencia moral y política, y los sistemas políticos en que estas se desarrollan. Defiendo la idea de que el régimen político que mejor garantiza la formación de agencias morales y ciudadanas responsables es una democracia incluyente e igualitaria. En la segunda sección analizo tres aspectos de la responsabilidad de los miembros de una comunidad política en una transición democrática: la responsabilidad política, la responsabilidad moral y la responsabilidad criminal, teniendo como guía normativa la concepción de una democracia incluyente e igualitaria.

			Sistemas políticos y construcción de la agencia moral y ciudadana


			La constitución del carácter y de la identidad política de los ciudadanos está determinada, en parte, por los sistemas políticos y por la manera como los agentes participan en su construcción. De este modo, si el sistema político es opresivo, este puede afectar de forma negativa el carácter moral y el carácter político de sus miembros. Con ello hago referencia no solo a las personas excluidas moral y políticamente de la sociedad por razones de raza, género, clase social, cultura o religión, sino también a los grupos que disfrutan de ciertos privilegios sociales y políticos.

			Los sistemas políticos opresivos afectan de manera negativa igualmente a los miembros de grupos privilegiados, quienes muchas veces son incapaces de responder de modo adecuado a las necesidades y los problemas de los demás. Esta deficiencia en su agencia moral y ciudadana se ve reflejada en sus concepciones y creencias personales, sociales y políticas.

			Existen sistemas políticos que definitivamente son más adecuados para el desarrollo de una mejor disposición moral y ciudadana, debido a que pueden garantizar el respeto, la protección y la defensa de todos sus miembros en condiciones de igualdad. La democracia incluyente idealmente parece ser el mejor sistema político para cumplir con este objetivo, puesto que su sistema legal y constitucional, sus instituciones públicas, sus procesos de deliberación y toma de decisiones, así como su cultura política reconocen y defienden la igualdad moral y política de todos sus miembros.
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